DEBIDO PROCESO / PROGRAMA “MI CASA YA” / SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA
El inciso 4 del artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece el principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela y determina que “esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

DEBIDO PROCESO / ACTOS DE CONTENIDO GENERAL, IMPERSONAL Y ABSTRACTO / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA
La Corte Constitucional en su sentencia C-132 del año 2018… determinó: “Atendiendo a las características de la acción de tutela, la Corte ha explicado que ésta procederá contra actos de contenido general, impersonal y abstracto, sólo excepcionalmente y como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales, siempre y cuando se trate de conjurar la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable y, además, sea posible establecer que el contenido del acto de carácter general, impersonal y abstracto afecta clara y directamente un derecho fundamental de una persona determinada o determinable.

DEBIDO PROCESO / PROGRAMA “MI CASA YA” / BUENA FE
La Corte Constitucional en su sentencia T-453 del año 2018 (M.P Diana Fajardo Rivera) respecto al principio de buena fe entre las relaciones entre la administración y los particulares determinó: Esta Corte se ha ocupado en varias ocasiones de estudiar el principio de la buena fe, y ha señalado que se trata de un pilar fundamental de nuestro ordenamiento jurídico, que orienta las relaciones entre particulares y entre éstos y la administración, buscando que se desarrollen en términos de confianza y estabilidad. El principio de buena fe puede entenderse como un mandato de “honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que acompaña la palabra comprometida (…)”

DEBIDO PROCESO / PROGRAMA “MI CASA YA” / CONFIANZA LEGÍTIMA
En lo referente al derecho fundamental a la confianza legítima, el alto tribunal en la sentencia anteriormente citada (T-453 de 2018) estableció: “Del principio de la buena fe se desprende el de confianza legítima, que pretende que la Administración se abstenga de modificar “situaciones jurídicas originadas en actuaciones precedentes que generan expectativas justificadas (y en ese sentido legítimas) en los ciudadanos, con base en la seriedad que -se presume- informa las actuaciones de las autoridades públicas…”

DEBIDO PROCESO / PROGRAMA “MI CASA YA” / DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO
La Corte Constitucional, en su sentencia T-010 de 2017… indicó: “La jurisprudencia de esta Corte ha definido el debido proceso administrativo como: “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”.

DEBIDO PROCESO / PROGRAMA “MI CASA YA” / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte Constitucional en su sentencia T-038 del año 2019… determinó lo siguiente: “Este escenario se presenta cuando entre el momento de interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que, como consecuencia del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de derechos fundamentales alegada por el accionante. Dicha superación se configura cuando se realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por tanto, terminó la afectación, resultando inocua cualquier intervención del juez constitucional en aras de proteger derecho fundamental alguno, pues ya la accionada los ha garantizado”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1

Magistrada Ponente: Ana Lucia Caicedo Calderón

Pereira, primero (1) de agosto de dos mil veintitrés (2023)


Procede la judicatura a resolver la impugnación propuesta contra la sentencia proferida el 16 de junio de 2023, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro de la acción de tutela impetrada por Luz Aida Gómez Dávila en contra del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio, el Fondo Nacional de Vivienda, el Banco Davivienda, la Constructora las Galias S.A y la Secretaria de Planeación de Dosquebradas – Oficina Sisbén, a través de la cual pretende se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, a la vivienda digna, principio de buena fe y confianza legítima. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:

1. Demanda de tutela 

La accionante solicita se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, a la vivienda digna, principio de buena fe y confianza legítima, para que, en consecuencia, se ordene al Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y Fondo Nacional de Vivienda (en adelante FONVIVIENDA) aplicar a la accionante los requisitos establecidos en el decreto 1077 del 2015 antes de la modificación del decreto 490 del 4 de abril del 2023 y a su vez le sea asignado y desembolsado el subsidio del programa “MI CASA YA”. A su vez, se ordene al Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y al Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda continuar con el proceso de forma expedita, y le sea asignado el subsidio del programa “MI CASA YA” de manera prioritaria, teniendo como fecha para ingreso a la fila para la respectiva asignación y desembolso la fecha en la cual adquirió el status de “HABILITADO” y, por ende, sea asignado y desembolsado con los recursos que se están sufragando actualmente por el Gobierno Nacional.

De forma subsidiaria y en caso de no prosperar las pretensiones anteriores, solicita se ordene al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y al Fondo Nacional De Vivienda – Fonvivienda garantizar el debido proceso, principios de buena fe y confianza legítima para el desembolso del subsidio “MI CASA YA” según los parámetros establecidos en el decreto No. 1077 de 2015 antes de su modificación por parte de la expedición del decreto 490 del 4 de abril del 2023, teniendo en cuenta el estado actual de calificación como “HABILITADO” y por ende se siga el trámite correspondiente con la aplicación de los estados del Decreto 1077 de 2015, es decir, “Por asignar”, “Asignado”, “Aplicado”, “marcado para pago” y “reportado para pago”. 

Para fundamentar la demanda de tutela señala que, inició los trámites correspondientes para acceder a los beneficios del Programa de Promoción y Acceso a la vivienda de Interés Social Mi Casa Ya.

Indica que a través de la Constructora las Galias S.A.S. se ofertó un proyecto de vivienda de interés social por un valor de $ 137.182.637 en la urbanización Mirador de Llano Grande, ubicado en la ciudad de Pereira. Expresa que, con el objetivo de cubrir el valor del proyecto seleccionado, el banco Davivienda S.A le otorgó y aprobó un crédito hipotecario. 

Añade que, una vez surtidas las revisiones efectuada por el Banco Davivienda S.A, dicha entidad solicitó a Fonvivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio la asignación de subsidio familiar de vivienda, conforme a lo establecido en el artículo 2.1.1.4.1.5.1 del Decreto 1077 de 2015. 

Manifiesta que se verificó por parte de Fonvivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio la solicitud realizada por la entidad bancaria Davivienda S.A, y por ende se procedió a realizar la primera marcación, en el cual su condición cambió a “HABILITADO” del programa del Subsidio de Cuota Inicial, por lo cual considera que ya se encontraba dentro del programa. 

Relata que, una vez se otorgó el estado de “HABILITADO”, se le asignó un número único de identificación del hogar, el cual queda vinculado tanto a la identificación del hogar como al establecimiento de crédito; registro que se llevó a cabo, tal y como se encuentra en las bases de datos y página del Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

Narra que dicha entidad financiera realizó un segundo cruce, mediante el cual se cruza la información de su hogar con las bases de datos utilizadas para el primer cruce en aras de verificar nuevamente el cumplimiento de los requisitos del programa y seguido estos, la misma entidad realiza el estudio de crédito del hogar con sustento en su autonomía de políticas internas para calificar y decidir si continua con el proceso de la aprobación de crédito inicial y su desembolso, crédito que, se insiste, ya se encontraba aprobado por la respectiva entidad.

Indica que solicitó de forma verbal a la entidad crediticia (Davivienda S.A) que realizara el trámite descrito en el hecho anterior y, por ende, marcara el siguiente paso “POR ASIGNAR” ya que en su criterio cumplía con todos los requisitos. 

	Expone que la entidad crediticia en la que previamente había realizado los tramites, solicitó a través de la plataforma web la asignación del subsidio al Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, por lo que el estado del hogar debía pasar de “HABILITADO” a “POR ASIGNAR”, ya que, en su criterio cumplía los requisitos establecidos en el decreto No. 1077 de 2015, esto antes de la modificación realizada por el decreto nacional 490 del 4 de abril del 2023. Sin embargo, indica que, el banco no pudo solicitar dicho cambio ya que habían cambiado los requisitos para acceder a la misma. 

Indica que el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio no ha realizado ningún desembolso, ni a la entidad bancaria Davivienda S.A ni a ella. 

	Manifiesta que el estado “HABILITADO” que le fue otorgado en su momento por el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, establece, según la Circular 004 de 2022, que cumple con los requisitos establecidos para ser beneficiaria y, por ende, puede continuar en el proceso para ser acreedora del subsidio. 

	Relata que la Nación - Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio – Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda, el día 4 de abril de 2023, emitió el decreto 490 DE 2023 el cual cambio las condiciones para acceder al programa “MI CASA YA”, estableciendo que tenía que hacer una encuesta en el Sisbén para nuevamente validar si podía entrar al programa, cuando a su criterio ya tenía el derecho adquirido al estar con el estado de “HABILITADO”.

	Señala que a través de la circular 001 del 10 de abril del 2023, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio - Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda, cambió los estados del hogar “a no postulado”, “interesado”, “interesado cumple”, “interesado no cumple”, “interesado pendiente de SISBEN”, “rechazado”.
	
	Expone que el cambio de los estados de hogar, afecta de forma arbitraria sus derechos, debido a que ya tenía un derecho adquirido, vulnerando con ello sus derechos fundamentales al debido proceso, la buena fe (confianza legítima), derecho a la igualdad y vivienda digna, ya que pasó de tener el estado de “HABILITADO” a estar como “INTERESADO- PENDIENTE DE SISBÉN”.

	Reitera que al contar con el estado de “HABILITADO” ya tenía derechos adquiridos, los cuales, en concordancia con el principio de la irretroactividad de las normas, no se pueden cambiar de manera arbitraria los derechos que había adquirido, los cuales le otorgaron la confianza legítima para seguir adelante con la compra de vivienda. Por eso señala que la nueva norma, le impone nuevas cargas para ahora acceder al programa “MI CASA YA” al contar con más requisitos.

	Teniendo en cuenta lo anterior, señala que el Código Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece en su artículo 97 que cuando un acto administrativo crea o modifica una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría no podrá ser revocado sin un consentimiento previo, expreso y escrito. Por lo cual indica que la normatividad jurídica establece que no se pueden desmejorar los derechos adquiridos en virtud de la confianza legítima. 

	A su vez, manifiesta que a la fecha el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio – Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda, le están imponiendo nuevas cargas para acceder al programa “MI CASA YA “pese a que ya estaba dentro del programa, razón por la cual, no se ha efectuado ningún desembolso.

	Indica que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda, efectuaba el pago de los subsidios según el decreto 1077 de 2015 antes de la modificación realizada por el decreto 490 del 4 de abril del 2023, según el momento de la aplicación, es decir, primero en el tiempo primero en el derecho para la respectiva asignación del subsidio.

	Por último, hace énfasis en sentencia de tutela en segunda instancia, emitida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Sala Laboral, Magistrado Ponente Carlos Alberto Oliver Galé, radicado 015-2023-00123-01 del 8 de mayo de 2023, sentencia que señala le es aplicable a su caso concreto. 

2. Contestación de tutela

	En virtud de la contestación de la demanda, el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda informó que es una entidad adscrita al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. Respecto a los hechos de la demanda de tutela señaló que se atendrá a lo probado en el proceso. 
	
	Por otra parte, informó que ostentar la calidad de HABILITADO no implica adquirir un derecho, debido a que, simplemente se genera una expectativa y una simple expectativa no obliga a Fonvivienda a asignar un subsidio. En igual medida indicó que para que se surta una obligación de entrega de un subsidio, se deben agotar una serie de etapas para la emisión de un acto administrativo que ordene la emisión y entrega del respetivo subsidio. A su vez argumentó que el mecanismo idóneo para resolver la presente controversia no es la acción de tutela, sino que la accionante debe acudir a la nulidad simple ante el Juez contencioso administrativo, por lo cual solicitó se negaran las pretensiones del escrito de tutela. 

	Por su parte el banco Davivienda S.A señaló que no le asiste legitimación en la causa por pasiva, debido a que no ha vulnerado derecho fundamental alguno. En igual medida, indicó que dentro de sus funciones y facultades, no está la de ordenar el reconocimiento de subsidio de vivienda, debido a que dicha función la tienen las entidades pertinentes designadas por el Estado. Por último, solicitó la exoneración de cualquier responsabilidad que se le llegara a imputar. 

	Por otro lado, el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio solicitó su desvinculación del trámite de la acción de tutela, al afirmar que no ha vulnerado derecho fundamental alguno a la accionante, además de existir falta de legitimación en la causa por pasiva, al señalar que la función de ejecución le corresponde al Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda.

	Por otra parte, indicó que la accionante se encuentra en el programa en el estado de “INTERESADO – PENDIENTE SISBEN”, lo cual configura una verificación preliminar de los requisitos que se deben cumplir, pero que dicho estado no hace beneficiara a la accionante del subsidio, debido a que no cuenta con la aprobación de un crédito hipotecario o leasing habitacional. 

	Adicionalmente, la Oficina del Sisbén del Municipio de Dosquebradas indicó que, en primer lugar, no ha vulnerado derecho fundamental alguno y, a su vez, se configura falta de legitimación en la causa por pasiva, razón por la cual solicitó su desvinculación del trámite. 
	
	Por último, señala que al realizar consulta en la base de datos del Sisbén IV, se encontró que la accionante realizó solicitud de encuesta el día 23 de mayo de 2023, por lo cual de forma prioritaria se realizara la respectiva visita entre el 20 al 23 de junio. 

	La Sociedad Constructora Las Galias S.A. guardó silencio a pesar de estar debidamente notificada. 

3. Sentencia de primera instancia

	La Jueza de primera instancia decidió negar las pretensiones de la acción de tutela. 

	Para llegar a tal determinación, la A-quo hizo énfasis en que la condición de “HABILITADO” dentro del programa “MI CASA YA” corresponde a una mera expectativa, debido a que dicho estado responde únicamente al cumplimiento de la primera fase de verificación, razón por la cual la accionante no adquirió ningún tipo de derecho que pudiese ser tutelado, y por ende no se puede endilgar responsabilidad alguna ni mucho menos ordenar a Fonvivienda la asignación de subsidio de vivienda. 
	
	Por último, indicó que el requisito de obtener un puntaje en el Sisbén, obedece a una razón de tipo estructural, con el objetivo de obtener mejor información de las condiciones socioeconómicas, por lo cual a la accionante le resulta factible esperar el procedimiento estipulado por el Sisbén y de esta manera poder continuar con los requisitos establecidos para ser beneficiaria del programa. 

4. Impugnación

	Inconforme con la decisión, la señora Luz Aida Gómez Dávila, a través de escrito de impugnación, señala que el Juzgado de primera instancia no tuvo en cuenta el alcance de los derechos que ha adquirido y en esa misma línea señala que la nueva norma le impone una serie de requisitos adicionales que vulneran sus derechos fundamentales. 
	
	Adicionalmente indica que se le debe mantener a su caso concreto los requisitos establecidos en el decreto 1077 de 2015 ya que, en su criterio tiene derecho a que se le siga aplicando dicha normativa, para de esta manera continuar con el trámite correspondiente hasta obtener definitivamente su vivienda. Teniendo en cuenta lo anterior, solicita se acceda al recurso de impugnación y por ende se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar, se tutelen sus derechos fundamentales. 

5. CONSIDERACIONES

5.1 Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, ya que el Tribunal es superior funcional del Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas.

5.2 Problema jurídico a resolver 

	Teniendo en cuenta las circunstancias que dieron lugar al ejercicio de esta acción, le compete a esta Sala establecer lo siguiente: i) si hay lugar a ordenar al Fondo Nacional de Vivienda-Fonvivienda y al Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio aplicar las disposiciones establecidas en el decreto 1077 de 2015 al proceso de obtención de vivienda de la señora Luz Aida Gómez Dávila a través del programa MI CASA YA a pesar de que existe una nomra que modificó dicha regulación; ii) si en el presente caso se debe ordenar al Fondo Nacional de Vivienda-Fonvivienda que otorgue el subsidio de vivienda de manera prioritaria a la accionante. 

5.3 Presupuestos generales de procedencia

   Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, y en concordancia con los artículos 1, 5, 6, 8, 10 y 42 del Decreto-Ley 2591 de 1991, a fin de determinar la procedencia de la Acción Constitucional de Tutela, se debe observar se cumplan los siguientes elementos: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.

5.3.1 Legitimación por activa. 

   El artículo 86 consagrado en la Constitución Política de 1991, advierte que la acción de tutela es un mecanismo que tiene como objetivo la protección de los derechos fundamentales que han sido vulnerados o se encuentran amenazados. Esta acción puede ser formulada por el afectado directamente, o a través de un tercero que asuma la representación y la agencia de sus intereses ante el juez constitucional.

   Para el presente caso, observa la Sala que la señora Luz Aida Gómez Dávila se encuentra legitimada en la causa por activa, teniendo en cuenta que la acción de tutela la presenta a nombre propio, al considerar vulnerado sus derechos fundamentales a la confianza legítima, al debido proceso, a la vivienda digna, a la igualdad y principio de buena fe.

5.3.2 Legitimación por pasiva. 

  La legitimación por pasiva se refiere a la aptitud legal que tiene la persona contra la que se dirige la acción y quien está llamada a responder por la vulneración o amenaza del derecho fundamental, cuando ésta resulte demostrada. 

  La Sala encuentra que el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda y el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio son demandables a través de la acción constitucional, por ser las entidades que, presuntamente, vulneraron los derechos fundamentales al a la confianza legítima, al debido proceso, a la vivienda digna, a la igualdad y principio de buena fe de la accionante. 

5.3.3 Inmediatez. 

Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, la acción de tutela tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos fundamentales que sean vulnerados o amenazados. De acuerdo con lo anterior, se debe establecer que la jurisprudencia de la Corte Constitucional indicó que la procedencia de la actuación constitucional está supeditada al cumplimiento del requisito de inmediatez. Es decir que, por regla general, para que proceda la acción de tutela no puede transcurrir un periodo de tiempo excesivo, irrazonable o injustificado, después de la actuación u omisión que dio lugar a la vulneración o amenaza de derechos fundamentales. 

Seguidamente, la Corte Constitucional ha precisado que, si bien la acción de tutela no tiene término de caducidad, la solicitud debe formularse en un plazo razonable desde el momento en el que se produjo el hecho vulnerador o la amenaza. La jurisprudencia señala que, de acuerdo con los hechos del caso, corresponde a la autoridad judicial establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial.

Analizando el presente caso, se tiene que el día 4 de abril de 2023 se expidió el decreto 490 de 2023; decreto mediante el cual se modifica parcialmente el Decreto 1077 de 2015, en lo relacionado con las condiciones del programa de promoción de acceso a la vivienda de interés social "Mi Casa Ya"; normativa objeto de controversia en el trámite de la presente acción constitucional. A su vez, la señora Luz Aida Gómez Dávila interpuso acción de tutela, la cual fue admitida el día 7 de junio de 2023 por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas. En consecuencia, advierte la Sala que se cumple el requisito de inmediatez, debido a que la acción de tutela se formuló en un tiempo razonable. 

5.3.4 Subsidiariedad

El inciso 4 del artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece el principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela y determina que “esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. Por lo anterior, se infiere que, si existen otros mecanismos de defensa judicial que resultan idóneos y eficaces para solicitar la protección de los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, se debe acudir a ellos y no a la tutela.

Para el presente caso, y al tratarse de una presunta vulneración por parte de las accionadas de los derechos fundamentales a la confianza legítima, al debido proceso, a la vivienda digna, a la igualdad y principio de buena fe, derechos que, según la accionante, se vulneraron con la expedición del decreto 490 de 2023 mediante el cual se modifica parcialmente el Decreto 1077 de 2015 estableciendo nuevos requisitos para la adquisición de vivienda dentro del programa MI CASA YA. En este orden de ideas, al tratarse de la censura contra una norma administrativa de carácter, le complete a la Sala analizar si la presente acción de tutela cumple con el principio de subsidiaridad, análisis que se hace a continuación. 

6. Procedencia excepcional de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter general, impersonal y abstracto.

La Corte Constitucional en su sentencia C-132 del año 2018 M.P Alberto Rojas Ríos determinó[footnoteRef:1]: [1:  Sentencia C-132 de 2018 Corte Constitucional ] 


“Atendiendo a las características de la acción de tutela, la Corte ha explicado que ésta procederá contra actos de contenido general, impersonal y abstracto, sólo excepcionalmente y como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales, siempre y cuando se trate de conjurar la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable y, además, sea posible establecer que el contenido del acto de carácter general, impersonal y abstracto afecta clara y directamente un derecho fundamental de una persona determinada o determinable. Solo en estos casos el juez puede hacer uso de la facultad excepcional consistente en ordenar la inaplicación del acto para el caso concreto, con un carácter eminentemente transitorio mientras se produce la decisión de fondo por parte del juez competente”.

	6.1 Principio de buena fe
	
	La Corte Constitucional en su sentencia T-453 del año 2018 (M.P Diana Fajardo Rivera) respecto al principio de buena fe entre las relaciones entre la administración y los particulares determinó[footnoteRef:2]: [2:  Sentencia T-453 de 2018 Corte Constitucional ] 


29. Esta Corte se ha ocupado en varias ocasiones de estudiar el principio de la buena fe, y ha señalado que se trata de un pilar fundamental de nuestro ordenamiento jurídico, que orienta las relaciones entre particulares y entre éstos y la administración, buscando que se desarrollen en términos de confianza y estabilidad. El principio de buena fe puede entenderse como un mandato de “honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que acompaña la palabra comprometida (…) permite a las partes presumir la seriedad en los actos de los demás, dota de (…) estabilidad al tránsito jurídico y obliga a las autoridades a mantener cierto grado de coherencia en su proceder a través del tiempo”. 

30. En concordancia con lo anterior, la buena fe tiene como objetivo erradicar actuaciones arbitrarias por parte de las autoridades públicas pues pretende “que las actuaciones del Estado y los particulares se ciñan a un considerable nivel de certeza y previsibilidad, en lugar de dirigirse por impulsos caprichosos, arbitrarios e intempestivos.” Sobre este último aspecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que dicho principio rige todas las actuaciones y procedimientos de las entidades públicas, toda vez que uno de sus fines es “garantizar que las expectativas que legalmente le surgen al particular se concreten de manera efectiva y adecuada.”

6.2 Derecho fundamental a la confianza legítima 

El artículo 83 de la Constitución Política de 1991 establece[footnoteRef:3]: [3:  Artículo 83 de la Constitución de 1991] 


“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”.

En lo referente al derecho fundamental a la confianza legítima, el alto tribunal en la sentencia anteriormente citada (T-453 de 2018) estableció[footnoteRef:4]: [4:  Sentencia T-453 de 2018 Corte Constitucional] 


31. Del principio de la buena fe se desprende el de confianza legítima, que pretende que la Administración se abstenga de modificar “situaciones jurídicas originadas en actuaciones precedentes que generan expectativas justificadas (y en ese sentido legítimas) en los ciudadanos, con base en la seriedad que -se presume- informa las actuaciones de las autoridades públicas, en virtud del principio de buena fe y de la inadmisibilidad de conductas arbitrarias, que caracteriza al estado constitucional de derecho”.

32. El principio de confianza legítima funciona entonces como un límite a las actividades de las autoridades, que pretende hacerle frente a eventuales modificaciones intempestivas en su manera tradicional de proceder, situación que además puede poner en riesgo el principio de seguridad jurídica. Se trata pues, de un ideal ético que es jurídicamente exigible. Por lo tanto, esa confianza que los ciudadanos tienen frente a la estabilidad que se espera de los entes estatales, debe ser respetada y protegida por el juez constitucional.

33. En suma, para la Corte la confianza legítima protege las razones objetivas con las que cuenta un ciudadano que le permiten inferir la consolidación de un derecho que no ha adquirido. Por ello, no resulta constitucionalmente admisible que la administración quebrante de manera intempestiva la confianza que había creado con su conducta en los ciudadanos, más aún, cuando con ello puede afectar derechos fundamentales

6.3 Derecho fundamental al debido proceso administrativo 

La Corte Constitucional, en su sentencia T-010 de 2017 M.P Alberto Rojas Ríos indicó[footnoteRef:5]:  [5:  Sentencia T-010 de 2017 Corte Constitucional] 


“La jurisprudencia de esta Corte ha definido el debido proceso administrativo como: “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”.

	Respecto a las garantías mínimas que se deben respetar en las actuaciones administrativas mencionó:

Existen unas garantías mínimas en virtud del derecho al debido proceso administrativo, dentro de las cuales encontramos las siguientes: “(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”

6.4 Derecho fundamental a la vivienda digna 

El artículo 51 de la Constitución Política de 1991 estableció:

Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.

En esa misma línea, la Corte Constitucional en su sentencia SU-016 de 2021, respecto a la procedencia de la acción de tutela para la protección del derecho fundamental a la vivienda digna determinó[footnoteRef:6]: [6:  Sentencia SU-016 de 2021, Corte Constitucional] 


El amparo del derecho a la vivienda por vía de tutela es procedente en tres hipótesis: primero, cuando se pretende hacer efectiva la faceta de abstención de la vivienda digna; segundo, siempre que se formulen pretensiones relativas al respeto de derechos subjetivos previstos en el marco de desarrollos legales o reglamentarios; y tercero, en eventos en los que, por una circunstancia de debilidad manifiesta, el accionante merece una especial protección constitucional y se torna imperiosa la intervención del juez constitucional para lograr la igualdad efectiva.

	6.5 Circular 001 del 10 de abril de 2023 expedida por el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda; entidad adscrita al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 

	El numeral 2.3 de la sección 1 “definición de los estados del hogar” de la circular 001 de 2023 establece:

2.3. Interesado - Pendiente de Sisbén: Ninguno de los miembros del hogar está registrado en Sisbén IV. Este estado únicamente aplica para postulaciones anteriores a la expedición del Decreto 490 del 4 de abril de 2023. Se trata de un estado transitorio, mientras los hogares solicitan la encuesta y obtienen su clasificación de Sisbén IV.

	A su vez, el numeral 2.1 determina:

2.1 Interesado - Cumple: El hogar postulado cumple con las siguientes condiciones: 
a. Todos los miembros del hogar están registrados en Sisbén IV. 
b. La clasificación de Sisbén IV es la misma para todos los miembros del hogar y se encuentra en estado “Registro Válido”. 
c. La clasificación de Sisbén IV del hogar está entre A1 y D20. 
d. El hogar cumple con los requisitos establecidos en los numerales b, c, d y e del artículo 2.1.1.4.1.3.1 del Decreto 1077 del 2015.
i. No ser propietarios de una vivienda en el territorio nacional.
ii. No haber sido beneficiarios de un Subsidio Familiar de Vivienda otorgado por una Caja de Compensación Familiar o por el Gobierno Nacional. En el caso de los hogares que apliquen a la concurrencia, el subsidio otorgado por la Caja de Compensación Familiar se debe encontrar vigente y sin aplicar. 
iii. No haber sido beneficiarios, a cualquier título, de las coberturas de tasa de interés establecidas en el Decreto 1068 de 2015.

El estado “Interesado - Cumple” es el resultado de una primera verificación que hace el establecimiento de crédito, Caja de Compensación Familiar o entidad de economía solidaria de algunos de los requisitos del programa. Este estado indica que el hogar puede continuar con su proceso para ser acreedor del subsidio, pero aún no es beneficiario del mismo, pues no cuenta con la aprobación del crédito hipotecario o leasing habitacional, uno de los requisitos del programa. En el caso de las nuevas postulaciones, este estado se visualizará de manera transitoria en la plataforma de TransUnion como “Interesado”.

Por último, el numeral 4 respecto al estado “solicitante” indica:

4. Solicitante: El hogar postulado cumple con las siguientes condiciones: 
a. Cuenta con la aprobación de un crédito hipotecario o leasing habitacional.
b. Seleccionó el proyecto donde va a adquirir la vivienda y tiene prevista la firma de escrituras dentro de los 6 meses siguientes a la expedición del Decreto 490 del 4 de abril de 2023. 

Adicionalmente, el establecimiento de crédito, entidad de economía solidaria o Caja de Compensación Familiar cargó en la plataforma que dispuso el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio la documentación que lo certifica y acredita. 

El cargue de la documentación del hogar en la plataforma por parte del establecimiento de crédito, entidad de economía solidaria o Caja de Compensación Familiar no genera para Fonvivienda la obligación de asignar el subsidio. 

El estado “Solicitante” tendrá una vigencia de 24 meses a partir del cargue de documentación por parte del establecimiento de crédito, entidad de economía solidaria o Caja de Compensación Familiar. Transcurrido ese tiempo, si el hogar mantiene dicho estado, el registro se anulará.

6.6 Carencia actual de objeto por hecho superado

Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte Constitucional en su sentencia T-038 del año 2019 M.P Cristina Pardo Schlesinger determinó lo siguiente[footnoteRef:7]: [7:  Corte Constitucional, Sentencia T-038 de 2019, Magistrada Ponente Cristina Pardo Schlesinger] 


“Este escenario se presenta cuando entre el momento de interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que, como consecuencia del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de derechos fundamentales alegada por el accionante. Dicha superación se configura cuando se realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por tanto, terminó la afectación, resultando inocua cualquier intervención del juez constitucional en aras de proteger derecho fundamental alguno, pues ya la accionada los ha garantizado”.

4. Caso concreto

En el caso que ocupa la atención de la Sala, la señora Luz Aida Gómez Dávila acude a la vía de tutela con el propósito de que se protejan sus derechos fundamentales a la confianza legítima, al debido proceso, a la vivienda digna, a la igualdad y principio de buena fe, al considerar que dichos derechos han sido vulnerados por el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y el Fondo Nacional de Vivienda-Fonvivienda, al aplicarle a su proceso de obtención de vivienda a través del programa “MI CASA YA” la normativa estipulada en el decreto 490 de 2023, las cuales crean nuevos requisitos desconociendo así sus derechos adquiridos y de esta manera generando un cambio de estado, pasando de estar en el estado “HABILITADO” a “INTERESADO PENDIENTE SISBEN”. 

	La Jueza de primera instancia negó el amparo pretendido, al determinar que la condición de “HABILITADO” dentro del programa “MI CASA YA” generaba únicamente una expectativa, al ser esta etapa únicamente una primera fase de verificación, lo cual impedía que se pudiese tutelar algún derecho fundamental, al no acreditarse vulneración alguna por parte de las accionadas.

	Inconforme con la decisión, la señora Luz Aida Gómez Dávila, impugnó la decisión de primera instancia, argumentando que a su caso concreto no le es aplicable las disposiciones establecidas en el decreto 490 de 2023, ya que este decreto le impone una serie de requisitos adicionales que vulneran sus derechos fundamentales. Adicionalmente indica que tiene derecho a que a su caso se le sigan aplicando los requisitos establecidos en el decreto 1077 de 2015 para de esta manera continuar con el proceso de obtención de vivienda a través del programa “MI CASA YA”. 

	En este punto, resulta más que pertinente verificar las condiciones actuales con las que cuenta la accionante, respecto a su proceso de obtención de vivienda mediante el programa “MI CASA YA” de la siguiente forma:

1. La señora Luz Aida Gómez Dávila suscribió contrato de promesa de compraventa para adquirir vivienda de interés social (VIS) en la Urbanización Mirador Llano Grande respecto al inmueble 18-Mz 13, con la sociedad Constructora Las Galias S.A, con una fecha de firma el día 11 de febrero de 2021 por un monto de $137.182.637. [footnoteRef:8]  [8:  Visible de folios 1 a 23 del archivo “Anexos Demanda” de la carpeta de primera instancia del expediente digital. ] 

2. En el mencionado contrato de compraventa, se estableció como fecha de otorgamiento de la escritura de compraventa y de hipoteca el día 30 de junio de 2023 a las 4pm. Adicionalmente se estipuló la Notaría Quinta del Círculo Notarial de Pereira como lugar de entrega. [footnoteRef:9]  [9:  Visible en folio 2 del archivo “Anexos Demanda” de la carpeta de primera instancia del expediente digital.] 

3. El día 20 de febrero de 2023 mediante crédito hipotecario identificado con el N°05712123100035664 el banco Davivienda S.A aprobó crédito hipotecario a la señora Luz Aida Gómez Dávila por un monto de $80.100.000. [footnoteRef:10] [10:  Visible de folios 24 a 27 del archivo “Anexos Demanda” de la carpeta de primera instancia del expediente digital.] 

4. Posterior a la aprobación del crédito hipotecario en favor de la accionante, el día 4 de abril se expidió el decreto 490 de 2023, mediante el cual se modificó parcialmente el Decreto 1077 de 2015, en lo relacionado con las condiciones del programa de promoción de acceso a la vivienda de interés social "Mi Casa Ya". 
5. En razón a la modificación realizada al decreto 1077 de 2015 por parte del decreto 490 de 2023, el día 10 de abril de 2023 el Fondo Nacional de Vivienda-Fonvivienda expidió la circular 0001 de 2023, a través de la cual, estableció un proceso de transición para la implementación de los ajustes realizados al programa “MI CASA YA”, estableciendo de esta manera el estado denominado “Interesado-pendiente de Sisbén”; estado en el cual se incorporó exclusivamente a los hogares postulados al programa antes de la entrada en vigencia del decreto 490 de 2023.  

	En esa misma línea, una vez consultado el estado actual del hogar de la señora Luz Aida Gómez Dávila dentro del programa “MI CASA YA” se acredita el siguiente estado:
[image: ]Consulta realizada en: https://subsidiosfonvivienda.minvivienda.gov.co/micasaya/ 
	
	Teniendo en cuenta lo anterior, se tiene que, al momento de interponerse la acción constitucional, la accionante se encontraba en el estado denominado, “interesado-pendiente de Sisbén”. Sin embargo, en el transcurso del trámite de la acción de tutela tanto en primera como en segunda instancia y como se acredita en consulta de estado de hogar anteriormente mencionada, dicho estado ha sido superado. De hecho, es evidente que el hogar de la accionante pasó del estado “interesado-pendiente de Sisbén” al estado “interesado-cumple”; y posteriormente pasó del estado “interesado-cumple” al estado “Solicitante”; estado en el cual actualmente se encuentra el hogar de la accionante. 
   
	Bajo este contexto, es necesario recordar la situación con la que cuentan los hogares que conforman el estado Solicitante:

Solicitante: El hogar postulado cumple con las siguientes condiciones: 

a. Cuenta con la aprobación de un crédito hipotecario o leasing habitacional.
b. Seleccionó el proyecto donde va a adquirir la vivienda y tiene prevista la firma de escrituras dentro de los 6 meses siguientes a la expedición del Decreto 490 del 4 de abril de 2023. Adicionalmente, el establecimiento de crédito, entidad de economía solidaria o Caja de Compensación Familiar cargó en la plataforma que dispuso el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio la documentación que lo certifica y acredita. 

El cargue de la documentación del hogar en la plataforma por parte del establecimiento de crédito, entidad de economía solidaria o Caja de Compensación Familiar no genera para Fonvivienda la obligación de asignar el subsidio. 

El estado “Solicitante” tendrá una vigencia de 24 meses a partir del cargue de documentación por parte del establecimiento de crédito, entidad de economía solidaria o Caja de Compensación Familiar. Transcurrido ese tiempo, si el hogar mantiene dicho estado, el registro se anulará.

En vista de lo anterior, es evidente que el estado actual del proceso de obtención de vivienda mediante el programa “MI CASA YA” de la actora se modificó durante el transcurso de la acción de tutela, debido a que, como se acreditó líneas atrás, actualmente el hogar de la accionante se encuentra en el estado “solicitante”, superando de esta manera dos estados anteriores, con lo cual cambia el supuesto fáctico de la demanda de tutela. Ahora, vale la pena advertir que para llegar al estado de “solicitante” se debió sobrepasar el estado “Interesado - Cumple” que conforme a la circular que se transcribió líneas atrás, “es el resultado de una primera verificación que hace el establecimiento de crédito, Caja de Compensación Familiar o entidad de economía solidaria de algunos de los requisitos del programa. Este estado indica que el hogar puede continuar con su proceso para ser acreedor del subsidio, pero aún no es beneficiario del mismo, pues no cuenta con la aprobación del crédito hipotecario o leasing habitacional, uno de los requisitos del programa. En el caso de las nuevas postulaciones, este estado se visualizará de manera transitoria en la plataforma de TransUnion como “Interesado”. A su vez, llegar al estado “Interesado cumple” implicaba que acto seguido, la interesada (accionante) debía pedir al Banco Davivienda que continuara con el procedimiento establecido en el numeral 2° de la Sección 2 de la Circular 001 de 2023, para verificar que: a) cuenta con la aprobación de un crédito hipotecario o leasing habitacional, para lo cual Davivienda S.A. tenía que cargar, en la plataforma que dispuso la entidad, la carta vigente de aprobación del crédito y b) Seleccionó el proyecto donde va adquirir la vivienda y tiene prevista la firma de escrituras dentro de los 6 meses siguientes a la expedición del Decreto 490 del 4 de abril de 2023, debiendo el Banco Davivienda cargar, en los mismos aplicativos, el avalúo individual del inmueble. Cumplido lo anterior, la accionante pasaba al estado de “solicitante”, que es donde se encuentra actualmente, lo que quiere decir que las preocupaciones que la impulsaron a presentar la presente acción de tutela se superaron.

Ahora, cuando el estado del hogar pasa a “SOLICITANTE”, procede el Ministerio a aplicar los criterios de priorización, de tal modo que, si el hogar queda priorizado y cumple con los requisitos del programa, se procederá con la asignación del subsidio. La priorización se basa en un sistema de puntajes que se otorga de acuerdo con el grupo de Sisbén, el tipo de vivienda, el tipo de suelo, la categoría del municipio en el que se desea adquirir, la condición de víctima y condiciones diferenciales del hogar, siendo otorgado el auxilio a quienes acrediten los requisitos exigidos y obtengan mayores puntajes de priorización, siempre y cuando se cuente con la disponibilidad presupuestal del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y Fonvivienda.

Lo anterior quiere decir, por una parte, que el hogar de la actora superó el nuevo requisito exigido por el Decreto 490 del 4 de abril de 2023, denominado “Interesado - Pendiente de Sisbén”, requisito que, recuérdese, sólo se exigió para las postulaciones anteriores a la expedición del Decreto 490 del 4 de abril de 2023, como es el caso de la tutelante y que tanto le preocupaba. De manera que, se puede decir que frente a este punto de la demanda se configura un hecho superado, pues resulta inane para la Sala pronunciarse frente a la petición de que las entidades accionadas mantengan como fecha de ingreso a la fila para la respectiva asignación y desembolso la fecha en la cual adquirió el status de “HABILITADO”, por cuanto dicho estado ya se sobrepuso conforme a la nueva normatividad. 

Por otra parte, tal como lo ha dicho esta Corporación en otro asunto de iguales contornos, cuando el trámite para acceder al auxilio de vivienda se encuentra activo, no le es posible “al juez de tutela disponer la agilización del mismo en aras a que sea expedida la resolución de asignación del subsidio, dado que ello depende de la disponibilidad presupuestal y la habilitación de los cupos que serían dispuestos de manera excepcional, tal como se indicó en la Circular 6 de 2002, expedida por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. También es claro que son más hogares los que se encuentran en las mismas condiciones que el de la demandante, de allí que no es dable disponer el beneficio a su favor, dado que se afectarían los garantías constituciones de los demás aspirantes y así lo ha considerado la Sala de Casación Laboral en providencias como la STL 57754 de 2015, cuando indicó[footnoteRef:11] ““Las entidades gozan de autonomía administrativa para decidir quién es aceptable, y de acuerdo a los criterios legales de priorización, analizar si le asiste derecho a dichos beneficios asistenciales, pues se insiste, estos no pueden ser atribuidos arbitrariamente por esta jurisdicción, toda vez que se podría correr el riesgo de atentar contra derechos fundamentales de otras personas que también participan en dichos programas”. [11:  Sentencia de Tutela de segunda instancia del 28 de julio de 2023, Radicación No.66001310500120231018901, Accionante: Erien Yirleza Palacios Valencia, Accionado: Ministerio de Vivienda y otros, Magistrado Ponente Julio César Salazar Muñoz ] 


En este orden de ideas, respecto a la solicitud de que se priorice la asignación del subsidio de vivienda del programa MI CASA YA, la presente acción de tutela es improcedente, tal como concluyó la jueza de primera instancia, y en este sentido se confirmará la sentencia impugnada. No obstante, se negará la solicitud subsidiaria por presentarse carencia actual de objeto por hecho superado, tal como se explicó líneas atrás.[footnoteRef:12] [12:  De forma subsidiaria y en caso de no prosperar las pretensiones anteriores, solicita se ordene al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y al Fondo Nacional De Vivienda – Fonvivienda- garantizar el debido proceso, principios de buena fe y confianza legítima para el desembolso del subsidio “MI CASA YA” según los parámetros establecidos en el decreto No. 1077 de 2015 antes de su modificación por parte de la expedición del decreto 490 del 4 de abril del 2023, teniendo en cuenta el estado actual de calificación como “HABILITADO” y por ende se siga el trámite correspondiente con la aplicación de los estados del Decreto 1077 de 2015, es decir, “Por asignar”, “Asignado”, “Aplicado”, “marcado para pago” y “reportado para pago”.] 


  	En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución y la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia proferida el 16 de junio de 2023, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, respecto a la pretensión principal, tal como se explicó en la parte motiva de esta providencia.
  
SEGUNDO: NEGAR la pretensión subsidiaria por haberse configurado un hecho superado. 

TERCERO: Notifíquese la decisión a las partes por el medio más eficaz.
 
CUARTO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.
[bookmark: _Hlk126574973]
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
 
	La Magistrada ponente,



ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

[bookmark: _Hlk62478330]La Magistrada y el Magistrado,
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Informacién del hogar: Estado: SOLICITANTE

ilmportante!

Este estado no genera para Fonvivienda la obligacién de asignar el Subsidio Familiar de Vivienda.
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* Fecha de actualizacién de la base de datos de Sisbén IV reportada por el DNP: 23/07/2023

Este estado corresponde al iltimo registro realizado por el hogar.

SOLICITANTE : BANCO DAVIVIENDA cargé la documentacion requerida en la Circular reglamentaria del programa. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio realizars la

revision de los documentos remitidos y le informaré, al correo electrénico registrado en el formulario de postulacion, el resultado de la misma y los pasos a seguir
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